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0. Sumario

La Compañía Pizano S.A.,  a través de su filial Maderas del Darién S.A., ha sostenido una intensa extracción forestal desde hace aproximadamente 20 años sobre la mayor parte de las cuencas de los afluentes del Rió Atrato, Departamento del Chocó, el cual atraviesa la Reserva del Pacifico Colombiano una de las principales Zonas Naturales en Colombia, de gran interés ecológico por su alta biodiversidad. 

La extracción se ha intensificado en el último decenio sobre la Cuenca del Río Cacarica, lugar donde habitan desde tiempos históricos comunidades afrodescendientes consideradas por la Constitución Nacional como minorías étnicas y culturales. Esta cuenca forma parte del Área de Manejo Especial del Darién y está integrada en el Área de Amortiguación del Parque Natural de Los Katios del Estado de Colombia.

La Compañía Pizano S.A. ha sido la responsable de la explotación irregular y destructiva que ha realizado su filial Maderas del Darién S.A. sobre un monto aproximado de 232.012,21 metros cúbicos de madera en la ultima década, afectando las formaciones boscosas de los Municipios de Riósucio y Carmen del Darién, Chocó. Esta actividad, que ha reducido considerablemente las áreas naturales de una especie clave, el cativo (Priora copaifera), se ha realizado de forma simultánea en el tiempo y el espacio con enfrentamientos bélicos y operaciones militares que han generado el desplazamiento de miles de personas en la Cuenca del Cacarica desde febrero de 1997. El resultado combinado de la actividad maderera y el conflicto armado ha sido la destrucción de la vida comunitaria y ancestral de las comunidades afrodescendientes y la conversión de sus territorios en zonas deforestadas y campamentos de trabajo. 

El 40% de los suministros de madera de Pizano S.A. procede de esta región devastada por la violencia, formada por bosques de alto valor para la conservación donde se están produciendo conflictos armados (que continúan aún en la actualidad), con frecuentes violaciones de derechos humanos, donde la tala ilegal es un problema grave, donde la titularidad de la tierra y la representatividad de las comunidades está en disputa y pendiente de la decisión de los tribunales y donde la intimidación y el asesinato impide frecuentemente la verificación de los hechos denunciados.

La responsabilidad de las actividades Pizano S.A. en la alta conflictividad social y ambiental en el Darién, probada mediante diversos documentos y sentencias judiciales, ha sido puesta en conocimiento de la entidad acreditada por FSC  Smartwood tanto en la auditoria principal de 2001 como en la evaluación de seguimiento de septiembre de 2005, hechos que fueron suficientemente expuestos en la queja formal de Justicia y Paz Colombia y que fué apoyada por numerosas organizaciones sociales y ambientales de Colombia y España. 

La situación de conflicto perdura en el Darién, al mismo tiempo que Pizano S.A. continua con sus actividades extrativas. Se mantiene una situación de  impunidad donde los causantes del daño ambiental y social no han sido juzgados por los hechos denunciados. 

Greenpeace considera que el FSC no puede convertirse en un aval para lavar la imagen de este tipo de empresas. En este contexto, Greenpeace solicita mediante el presente documento la no renovación del certificado FSC a la Compañía Pizano S.A., ya que es imposible que esta empresa cumpla con los criterios de sostenibilidad ecológica, económica y social en el manejo forestal requerido por el Forest Stewarship Council.

1. CONSIDERACIONES SOBRE LA ACTIVIDAD MADERERA EN EL DARIÉN

1.1. El Chocó, un punto caliente de biodiversidad. El Darién.

La región del Darién forma parte del Chocó Biogeográfico y está incluida en un hotspots, conocido como Tumbes-Chocó-Magdalena
. Dicha región está aislada geográficamente por las cordilleras andinas del núcleo amazónico del continente suramericano. 

La región del Chocó biogeográfico, es decir las tierras que van desde la serranía del Darién en la frontera con Panamá, hasta el Ecuador, al occidente de la cordillera Occidental, son consideradas la región más húmeda del neotrópico y probablemente del mundo. Existen más de 50.000 km2, con más de 6.000 mm. de precipitación y en algunos lugares se alcanza hasta 13.000 mm. 

En esta región se encuentra una de las mayores concentraciones de diversidad de especies. La parte septentrional de su territorio puede contener la proporción más elevada de endemismos específicos. Rico en herbáceas, epífitas, leguminosas, rubiáceas, aracaceaes, palmáceas, anonáceas, melastomatáceas, sapotáceas, gutíferas, moráceas, lauráceas, lecitidáceas, miristicáceas, euforbiáceas, crisobalanáceas, mirtáceas, aráceas y bombáceas. La dispersión con ayuda del viento es escasa, aunque por aves y mamíferos es muy alta. En el Chocó biogeográfico se encuentra además, la mayor concentración de aves endémicas del mundo y una extraordinaria diversidad de especies de anfibios y de mariposas. 

Los problemas de conservación de los bosques en esta zona incluyen la tala industrial de madera
. Las concesiones de madera han clareado grandes extensiones de bosques para la producción de papel y madera con muy poco manejo y reforestación subsiguiente. En Colombia el Chocó representa un sexto del área del país pero ha proveído hasta un 55% de la madera extraída en los últimos quince años...”

El cativo (Prioria copaifera) es una de las principales especies comerciales de los bosques naturales de las llanuras aluviales periódicamente inundadas del norte del Departamento del Chocó, donde se encuentran los bosques denominados cativales. En 1955 los cativales ocupaban un aérea cercana a 350.000 hectáreas. Estudios posteriores con imágenes de satélite indican que el aérea  con relictos de catival es en la actualidad de 5.600 hectáreas en la jurisdicción de Corpourabá e incluyendo a Antioquia y Chocó dejan tan solo un saldo de aproximadamente 90.000 hectáreas
.

La Fundación Natura publicó en el año 2000 las memorias de un encuentro denominado Encuentro Colombo Panameño El Darién: Zona Binacional de Vida y Convivencia
. Además de señalar el carácter excepcional de la región desde el punto de vista de la biodiversidad, el documento señala la raíz y profundidad del conflicto en la región, el problema de los desplazamientos, violaciones de derechos humanos, etc. Por su importancia para esta reclamación, se destaca el comentario sobre la Cuenca Baja del Río Atrato (página 15):  

Solamente una tercera parte de los bosques de cativo, que originalmente cubrían estas zonas se mantiene en la actualidad. El resto ha sido talado y convertido en potreros en el lapso de los últimos 40 años. En la actualidad los conflictos entre la empresa maderera que realiza la explotación de estos rodales y las comunidades indígenas y negras se mantienen tensas, pues estas últimas consideran que el proceso de extracción de los recursos forestales afecta la integridad de sus territorios y derechos reconocidos por la Constitución y las leyes vigentes.

Este documento resulta la mejor síntesis para entender los hechos acaecidos en los últimos años en El Darién: recursos naturales estratégicos y la lucha por su control, primero por la guerrilla de las FARC, luego de los paramilitares, y siempre por las empresas extractoras.

1.2. Pizano SA y los bosques de cativo del Bajo Atrato.

Según la página web de Pizano SA
, para la fabricación de sus productos, la empresa Pizano SA utiliza como fuentes de materia prima tanto bosques naturales como plantados. 

El cativo constituye uno de los principales insumos forestales para los productos elaborados por la Compañía Pizano S.A.:

 “El Triplex Fenólico FORMAPLAC® es un tablero estructural de madera contrachapada, en cuya fabricación se emplean capas de maderas superpuestas entre sí, con sus fibras formando un ángulo de 90o. Estas capas llamadas “centros” y  hojas”con espesores de 2.6 y 3.2 mm. se obtienen del Cativo y son pegadas con un adhesivo con base en resina fenólica, sometiéndose posteriormente a un proceso de prensado. Este adhesivo es muy resistente a la humedad y al intemperie. La lámina recibe un tratamiento insecticida y fungicida.”

La extracción en la región se hace, de manera directa, a través de Maderas del Darien (MADARIEN), de manera indirecta, con la subcontratación de pequeñas empresas o comerciantes, que actúan de manera autónoma a nivel jurídico y legal –  tramitan los permisos, contratan personal, etc. -, garantizando a MADARIEN su abastecimiento.

La Compañía Maderas del Darien S.A ha utilizado diversos mecanismos para lograr el monopolio del aprovechamiento de los recursos maderables de la Cuenca del Río Cacarica. En este sentido, esta compañía ha realizado la extracción maderera directamente con fundamento en licencias expedidas por Codechocó que adolecen de serias irregularidades o, indirectamente, a través de pequeños intermediarios, de cooperativas creadas y financiadas por la misma compañía, las cuales, como ha podido probarse en diferentes visitas de verificación de diversas instituciones públicas Colombianas, operaron sobre el bosque con la infraestructura suministrada por esta empresa y tomando el control de los consejos comunitarios con la imposición de sus representantes legales.

1. 3.  La madera del Darién, madera de conflicto

El termino “madera de conflicto”, madera asociada a conflictos bélicos, es un término reconocido internacionalmente por Naciones Unidas y a él se alude para invocar la vinculación de la explotación de los recursos forestales con la violencia. El informe sobre el Estado de los Bosques del Mundo 2005 (FAO, 2005) cita a Colombia entre las naciones donde se produce este problema
. 

La FAO reconoce que también en el conflicto colombiano existen vínculos entre el control del territorio y el aprovechamiento de sus recursos, la madera en este caso. Por este motivo, los indígenas y las comunidades negras, como propietarios del territorio, se han convertido en objetivos de los planes de expansión maderera, lo que a su vez las vuelve objeto de presión de los grupos armados
.

El caso ha sido muy bien estudiado por investigadores colombianos y existe cartografía de detalle sobre las zonas afectadas
. La región del Darién, en el Departamento del Chocó, aparece entre las zonas donde actúan paramilitares, ejército y guerrilla y donde se produce madera.  

Si bien el problema ha tenido especial intensidad durante la década de los 90 y comienzos del presente siglo, la violencia continúa todavía en la región en el siglo XXI. Y también la actividad extractiva de madera.

En el caso que nos ocupa, desde el 28 de febrero de 1997, las Comunidades Afro Descendientes que habitan la Cuenca del Río Cacarica, Municipio de Ríosucio, Departamento del Chocó, fueron desplazadas forzosamente de sus tierras como consecuencia de los combates realizados por la Brigada XVII en el marco de la Operación Génesis. Por ello se vieron forzados a refugiarse provisionalmente en los Municipios de Turbo y Bocas del Atrato y en la República de Panamá. 

A raíz de este desplazamiento forzoso, cerca de 450 familias compuestas por 3.500 personas, soportaron graves afecciones psicológicas y emocionales, vieron interrumpidos sus proyectos económicos de auto subsistencia y de comercio,  sufrieron el asesinato y la desaparición de cerca de 85 de sus integrantes así como la muerte, por desnutrición y cólera, de 7 personas entre adultos y ancianos, la interrupción del embarazo de algunas madres así como la apropiación y el aprovechamiento ilegal de los recursos maderables que hacen parte de sus territorios. 

Durante este tiempo, y según diversas sentencias judiciales, los funcionarios de CODECHOCO cometieron faltas disciplinarias como el otorgamiento de una autorización de manera irregular a favor de la empresa Maderas del Darién en la Comunidad de la Balsa en el territorio Colectivo del Cacarica. Y precisamente, en la comunidad de La Balsa desde los últimos años viene operando una base armada irregular dentro de la estrategia paramilitar, denunciada permanentemente por las comunidades. A ese lugar llegaron los paramilitares después del operativo militar irregular de la Brigada XVII en junio del 2001 en las zonas humanitarias del Cacarica, en noviembre del mismo año; de allí se movilizaron hasta las zonas de siembra de CAVIDA para quemar 40.000 libras de arroz de la producción comunitaria; en febrero de 2002 salen de esa base para asesinar a un miembro de CAVIDA y torturar a dos más; de la misma base se movilizan en marzo de 2003 hasta la comunidad indígena de la Raya y la zona humanitaria de Nueva Vida violando la "Malla de la Vida" construida por la comunidad para impedir el ingreso de los victimarios
. 

La violencia y los asesinatos están a la orden del día en la región. En el año 2004 en el Departamento de Chocó (incluye Quibdó, bajo, medio y alto Atrato)hubo 24 casos de muertes violentas, de los cuales 4 fueron desapariciones forzadas por paramilitares, y 20 homicidios políticos (5 a cargo de agentes estatales, 1 paramilitares, 9 guerrilla, 5 sin identificar). Durante 2005,  se han producido 20 casos de muerte violenta, de los cuales 5 fueron ejecuciones extrajudiciales (agentes estatales), 2 desapariciones forzadas (1 autor sin identificar y 1 ejercito-paramilitares),13 homicidios políticos (10 por parte de la guerrilla, 2 paramilitares-ejercito, 1 sin identificar)
. 

1.4. Tala ilegal en los bosques del Darién.

La Corporación Codechocó, a través de la Resolución 3596 del 30 de diciembre de 1992
, otorgó a la Compañía Pizano S.A. un permiso de aprovechamiento forestal para las zonas de Guamal, Río Sucio y Murindo, por un plazo de 10 años y con una extensión de 5.869 hectáreas.  

En razón a las insistentes denuncias de la comunidad del Cacarica sobre la explotación de maderas en su territorio, la Procuraduría General de la Nación inició un proceso disciplinario contra Jesús Lacides Mosquera Andrade director general de Codechocó, Fernando Quejado Olivo, Subdirector de desarrollo sostenible, y Francisco Antonio Perea Velásquez, Secretario general. En junio 18 de 2002, emitió resolución mediante la cual dicta cargos
 en contra de los investigados. 

Según la sentencia, los permisos fueron ilegalmente otorgados, en virtud a que:

“ Estos aprovechamientos, además de constituir infracciones al régimen ambiental, se erigen como delitos contra los recursos naturales y del ambiente, que para la fecha de los hechos están tipificados en el Decreto – Ley 100 de 1980 en el articulo 242, constituyéndose en ilicitud su transporte, comercio, aprovechamiento de productos forestales de especie declarada amenazada y no es de olvidar que la Corporación Autónoma Regional de Uraba, declaro el Cativo especie protegida”

Los cargos quinto y séptimo aluden al problema de la falta de permiso de las comunidades a la explotación forestal.

El quinto cargo fue el propiciar, propender e impulsar los aprovechamientos ilegales de recursos naturales renovables de manera indiscriminada, por omitir su deber de  garantizar el derecho al debido proceso para otorgar autorizaciones de aprovechamientos forestales.  Es decir, que autorizó la explotación de madera sin previa consulta a los representantes de las Comunidades.  El caso concreto que originó el anterior cargo, el concerniente a la autorización de aprovechamiento forestal concedido a la comunidad de La Balsita, sin acreditar propiedad, cuando se demostró que la propiedad era colectiva a favor de las 23 comunidades  negras de Cacarica.

"Dice la Comisión Especial que con estas actuaciones se otorgó el monopolio para la explotación comercial de Cativo (Priora Copaifera) a la comunidad negra de La Balsita, lo que en la práctica se convierte en un aprovechamiento forestal de la empresa privada MADERAS DEL DARIEN" (pag. 23).

El séptimo cargo endilgado a Lacides Mosquera en el fallo de 19 de diciembre de 2002  es:

"Discriminar a los desplazados reubicados en la cuenca del río Cacarica, propiciar reuniones con servidores públicos del nivel directivo del gobierno para mostrar tan solo el argumento de dos miembros de las comunidades negras del Cacarica que estaban desarrollando los aprovechamientos ilegales, en contra de la voluntad de algunas de estas comunidades, al ayudar a obtener reconociendo por parte de las autoridades a favor de estas personas y en contra de otras comunidades, al otorgarles el monopolio de la extracción de maderas y al permitir y propiciar en su condición de garante los aprovechamientos comerciales en los bosques del territorio colectivo de la cuenca del río Cacarica, generándose la consecuencia previsible del cambio del uso de la tierra y al colocar con todas estas acciones en condiciones difíciles de cohesión al Consejo Comunitario Mayor, con el fin de someter al grupo a su destrucción física parcial ante el fracaso del proyecto de reasentamiento en sus bosques, por las difíciles condiciones a que han sido sometidos, que dispersaría a su miembros, como ha venido sucediendo y acabaría con el grupo étnico como tal, al parece se encuentra incurso en la falta gravísima..."

1.5. Los problemas con la titularidad y la representatividad de las comunidades

Existe un conflicto sobre la representación legal en las Comunidades del Cacarica, y es imposible dar por legítima la representación de una de las partes. Actualmente existe un problema de doble representación en el Consejo Comunitario del Cacarica. De hecho, se llevó a cabo una asamblea general los días 18, 19 y 20 de abril de 2004 entre CAVIDA y el sector abanderado por Adán Quinto. La Defensoría del Pueblo, presente como observador en el proceso consultivo previo a la resolución del problema, afirmó en su informe que “se atacaba duramente el proceso de las comunidades retornadas, sus líderes y acompañantes….”. Existe una fuerte pugna entre ambos sectores, y de una agresividad e intolerancia por parte del grupo de Adán Quinto, con acusaciones de representar bandos en el conflicto armado, de ser ilegítimos, etc.

Pese estas condiciones de enfrentamiento y polarización, la dirección de etnias del Ministerio del Interior, expidió el Auto No. 001 de 2004 en el que en lugar de resolver el recurso de impugnación presentado contra la junta encabezada por Adán Quinto el Ministerio de Interior toma clara partido por el sector que representa los intereses de las empresas madereras. Se desconoció las presiones, amenazas, señalamientos que en dicha asamblea se hicieron contra los pobladores de las zonas humanitarias y consejos comunitarios que permanecen dentro de los territorios afirmando su derecho a la defensa del medio ambiente y protegiendo los bosques en esta área del Chocó que pertenecen a ellos y a la Humanidad.  Han sido los nuevos pobladores o colonos quienes habrían participado en la Asamblea que recientemente eligió al representante legal del Consejo Comunitario y no los pobladores con derechos legítimos, las comunidades desplazadas. De hecho en el proceso consultivo que se realizó en abril de 2004 no se llegó a cotejar el listado de personas que formaron parte de la Asamblea y tomaron parte en sus decisiones, con el censo de pobladores con el que se tituló el territorio colectivo. El caso, recurrido a diversas instancias judiciales de Colombia, se encuentra en espera de un fallo de la Corte Constitucional.

2. EL DESCONOCIMIENTO DE SMARTWOOD SOBRE LA ONG “JUSTICIA Y PAZ”

Durante la evaluación de seguimiento a Pizano S.A. en septiembre de 2005, los responsables de Smartwood han dado muestras de un escaso conocimiento de la relevancia y credibilidad de organizaciones de derechos humanos como la Comisión Intereclesial de Justicia y Paz de Colombia.

Durante la auditoria de 2005, el auditor-jefe parecía no haber estudiado los documentos anexos de la queja formal, ya que en ningún momento de las entrevistas el auditor cita y/o hace referencia a los citados documentos. En la reunión con una ex funcionaria de la Defensoría del Pueblo, la señora Gloria Cala, el auditor pregunta por el documento que ella presenta en la reunión aunque es el mismo documento que la Comisión Intereclesial de Justicia y Paz de Colombia envió en el mes de julio a SMARTWOOD como documento anexo de la queja formal
. También, el auditor-jefe en diversos momentos de las entrevistas preguntó a los entrevistados sobre quiénes eran la Comisión Intereclesial de Justicia y Paz y las Comunidades Autodeterminación, Vida, Dignidad del Cacarica (Cavida), lo que hacían en el territorio y cuales eran sus objetivos. Dichas preguntas, y el modo despectivo en que se realizan, muestran la ignorancia sobre quienes son los denunciantes. El auditor debería conocer esta información ya que lo exponen los documentos anexos a la queja formal contra PIZANO.

Fruto de este desconocimiento, Smartwood ha analizado la queja desde prejuicios y falta de interés por acercarse a las dimensiones del problema denunciado. No sólo el auditor no mostró interés por los contenidos de la queja sino que la representante de Smartwood en América Latina expresó en dos ocasiones un comentario procedente de los partidarios de Pizano S.A., en el que se alude a Justicia y Paz con un “grupo terrorista”. Desde este comentario es fácil entender la respuesta de Smartwood a la queja de Justicia y Paz Colombia.

La Comisión de Justicia y Paz de Colombia
 es una entidad de origen católico sin fines lucrativos cuya conformación en Colombia en 1988 adelantada por un grupo de provinciales de congregaciones religiosas que acogieron los principios que inspiraron las comisiones de Justicia y Paz en el conjunto de la iglesia católica, desde su fundación en 1967 por el Papa Pablo VI. Tiene como misión la difusión de la doctrina social de la Iglesia, la defensa y promoción de los derechos humanos y de los pueblos, la justicia, la paz, la solidaridad y el cuidado del medio ambiente, desde los postulados cristianos, respetando la dignidad inviolable de cada ser humano, la libertad y la igualdad de todas las personas, y la opción necesaria a favor de los empobrecidos de la tierra. 

Justicia y Paz está integrada por personas voluntarias que mantienen una actitud abierta, dialogante y comprometida mientras intentan vivir coherentemente los valores del Evangelio. En su interior se vive un sano pluralismo de opiniones y un comportamiento democrático, dentro de una voluntad transformadora de la sociedad y el orden internacional actuales que mira hacia la utopía de un mundo más justo, pacífico y humano. 

Desde el año 2002 la Comisión Intercongregasional de Justicia y Paz pasa de ser la Comisión Intereclesial de Justicia y Paz y además de miembros de la iglesia católica, de otras confesiones y humanistas, entra a ser integrada por reconocidos  intelectuales, obispos, organizaciones y humanistas de Estados Unidos, Europa y otros países de América Latina, tales como Adolfo Pérez Esquivel de Argentina (Premio Nobel de la Paz en 1980 y hoy Presidente Honorífico), Monseñor Samuel Ruiz de México, Monseñor Tomas Gumbleton de EEUU, Noam Chomsky de EEUU y Franz Hinkelammert de Alemania-Costa Rica, Francois Houtart de Bélgica, entre otros, quienes son miembros honorarios de esta reconocida organización de Derechos Humanos.

En sus 39 años de existencia en el mundo y sus 18 años en Colombia, Justicia y Paz como organización y sus miembros han jugado un papel relevante en los procesos de democratización y conquista de las libertades civiles en todo el mundo. 

A la luz del compromiso de Justicia y Paz con los derechos humanos en América Latina Greenpeace no entiende como Smartwood ha puesto en duda el prestigio de esta institución, llegando a cuestionar sus intenciones y dando validez a comentarios procedentes del entorno de la empresa Pizano S.A.
3. LOS HECHOS QUE SMARTWOOD NO HA VALORADO

Para Greenpeace, Smartwood no puede afirmar, como lo hace en su respuesta a la queja de Justicia y Paz, que no existen evidencias sobre la implicación de Pizano /Maderien en la tala ilegal y destructiva de los bosques de cativo en la región del Darién. 

Existen, básicamente,  cinco pruebas de estos hechos, pruebas que Smartwood no ha valorado suficientemente.

· Informe “Concepto Técnico nº 012 de 2 de septiembre de 1999 de la Dirección General de Ecosistemas, Grupo de Bosques y Plantaciones Forestales, del Ministerio de Medio Ambiente” (ver puntos 27-39 de la queja de Justicia y Paz y Anexo 1 del presente documento).

· Informe de la Defensoría del Pueblo de 2002.

· Informes de la visita a la región del Darién de la Defensoría del Pueblo, la Procuraduría General de la Nación y el Director del Parque Natural de los Katíos en el que se constata la explotación ilegal de la madera en la zona (puntos 35-39 de la queja de Justicia y Paz y  Anexo 2 de este documento).

· Resolución de 18 de junio de 2002, de la Procuraduría General de la Nación por el proceso disciplinario contra Jesús Lacides Mosquera, Director General de Codechocó por la falta de protección al medioambiente en Municipio de Riosucio (Chocó) e irregularidades en el trámite de los procesos sancionadores adelantados por aprovechamientos ilegales de productos forestales (ver punto 62 y siguientes de la queja de Justicia y Paz y Anexo 3 del presente documento).

· Sentencia T-955/2003 de la Corte Constitucional de la República de Colombia (ver punto 47 y siguientes de la queja de Justicia y Paz y Anexo 4 del presente documento). 

¿Cómo puede decir Smartwood en su respuesta a la queja de Justicia y Paz de fecha 20 de diciembre de 2005, que no pudo encontrar, documentación o evidencia concluyente que respalde lo denunciado?. 

Smartwood, en su respuesta a la queja Justicia y Paz, afirma que “los representantes legales de las comunidades de Cacarica han manifestado desconocer hechos o actividades ejecutada por Maderas del Darién S.A. que estén afectando sus recursos y derechos”. Esto es imposible. Estos supuestos “representantes legales” han tenido que oir hablar, al menos, de los conflictos relatados por la Defensoría del Pueblo, de los informes de la Dirección General de Ecosistemas, Grupo de Bosques y Plantaciones Forestales o del expediente disciplinario a los funcionarios de Codechocó por la falta de protección al medioambiente y por las irregularidadesen el trámite de los procesos sancionatorios por aprovechamientos ilegales. 

4. FALLOS Y DEFECTOS EN LA EVALUACIÓN POR PARTE DE SMARTWOOD

Greenpeace no acepta los contenidos y términos de la contestación de Smartwood a la queja de la Comisión Intereclesial de Justicia y Paz de Colombia.

Es más, Greenpeace considera que Smartwood no ha mostrado interés en conocer la verdad sobre la actividad de Pizano y su subsidiaria Maderas del Darién. 

A continuación expresamos nuestros desacuerdos y nuestras evidencias de la mala actuación de Smartwood en esta auditoria:  

 4.1. Con anterioridad a la evaluación de seguimiento de 2005:  

(Nota importante: En este apartado, y por razones de seguridad, se omiten nombres de personas que han dado la información. En caso necesario, Greenpeace identificaría estas personas.) 

En el año 2000, durante la preevaluación de Pizano S.A. por parte de Smartwood (a cargo de John Donnovan) para la certificación de Monterrey Forestal, hubo una reunión con la Iniciativa Nacional. En aquella ocasión, miembros de la Directiva de la Iniciativa Nacional de Colombia  cuestionaron la posibilidad de otorgar a Pizano S.A. el certificado y hicieron diferentes comentarios en torno a la empresa, que luego nunca fueron contestado por Smartwood o tenido en cuenta en la auditoria
.

En la Asamblea General de FSC de 2005 (Manaus, Brasil), Greenpeace pudo saber directamente de miembros de la cámara ambiental y social de la Iniciativa Nacional del FSC en Colombia que Smartwood había sido informada durante la evaluación general de Pizano S.A. en el año 2000 de los hechos delictivos de Maderas del Darién en el Departamento del Chocó. Para Greenpeace, Smartwood no puede afirmar, como lo hace en su respuesta a la queja de Justicia y Paz de fecha 20 de diciembre de 2005, que durante el proceso inicial de certificación de Pizano no recibieron información concreta al respecto. 

Durante la reunión con un miembro de la Iniciativa Nacional, el 9 de septiembre de 2005,  esta persona sostuvo que hay otras organizaciones que también han denunciado abierta o indirectamente las irregularidades a cerca del actuar de Madarien. Como es el caso de una persona de la Swissaid Fundation, una ONG que trabaja en el Bajo Atrato y ha denunciado igualmente la empresa Madarien por su aprovechamiento de maderas en la zona. También se refiere a un ex trabajador de Madarien, que la habló de problemas de orden social y en las condiciones de trabajo, de maltrato a los trabajadores, de la necesidad de revisar los convenios de compra de madera, etc. También la Fundación Natura ha expresado en diferentes ocasiones su preocupación ante la actuación de Pizano S.A. en la región  del Chocó.

El miembro de la Iniciativa Nacional relató también en esta reunión que estuvo en un curso de capacitación con la Organización Indígena de Antioquia que al parecer tenía informaciones a cerca de ciertas irregularidades sobre Madarien y la denuncia de las relaciones entre paramilitares y Madarien. Insiste que este punto se tendría que tratar con mucha delicadeza y dice que por la relación con grupos paramilitares mucha gente no hablaba y no quería denunciar públicamente estos casos por el temor de ser asesinado. El miembro de la Iniciativa Nacional opina que hay mucha gente que no pueden y no quieren olvidar lo que ha hecho Pizano en la región, no aceptan que ahora la empresa se limpia su imagen con el certificado.  

4.2. En la evaluación de seguimiento de 2005. 

En las entrevistas mantenidas durante septiembre de 2005 el auditor-jefe de Smartwood insistió en que no le interesaba el contexto socio-político de Colombia ni tampoco el conflicto armado que vive el país desde hace más de 50 años, algo inaudito para una organización como el FSC. Sin embargo en una conversación informal entre el auditor y el señor Rodríguez, el primero pregunta sobre los actores armados en la región donde opera Monterrey Forestal (filial de Pizano S.A. encargada de la plantación forestal), el segundo responde que hay una presencia sobre todo de la guerrilla y atacan a la empresa porque la plantación de la empresa se encuentra supuestamente en la línea de confrontación entre los grupos de guerrilla y los grupos paramilitares. El segundo reconoce además que en medio de la plantación de Monterrey Forestal se encuentra situada una base militar de las Fuerzas Armadas de Colombia que ha conseguido reestablecer el orden público en la zona en estos últimos años
.

Durante la evaluación de seguimiento de 2005 el auditor mantuvo una postura de desinterés por el pasado de la empresa auditada. El auditor insistió en que todas las denuncias son del pasado y el necesita conocer el estado actual de las cosas. Miembro de la Iniciativa Nacional le respondió que hasta que ella sepa y de lo que se dice sobre Madarien es que sigue actuando igual hasta la fecha. Según sus conocimientos y las observaciones del Consejo Ejecutivo de IN-FSC de la pasada reunión en junio de 2005 la empresa seguía entrando en bosques naturales no permitidos (bosques protegidos), tenía contratos con las comunidades que hacen aprovechamiento forestal que no favorecían a las comunidades, que la empresa violaba de derechos sociales de las comunidades, que las comunidades que hacen aprovechamiento forestal se endeudaban por la compra de los equipos de Madarien, que la empresa mantenía relaciones laborales que no favorecían a las comunidades y que operaban testaferros en la región contratados por la empresa. 

El auditor desconocía que en Colombia existían estándares nacionales aprobados por el FSC en el año 2001, elaboradas por la Iniciativa Nacional.

Durante la primera reunión de la auditoria con el Ministerio del Medio Ambiente,  el “observador” propuesto por la empresa Pizano S.A. (Jaime Ospina, funcionario de la empresa Pizano S.A. durante 15 años, ex vicepresidente forestal de Pizano S.A. y hoy consultor privado),  mostró una relación estrecha con los dos funcionarios con los que el equipo se entrevista. Además interviene varias veces en la reunión precisando y aclarando las intervenciones de los funcionarios del ministerio. Toma claramente partido a favor de la empresa intentando demostrar que las acusaciones en la queja no se refieren a la empresa sino a las comunidades o a las respectivas instituciones del Estado.

5. LOS PRINCIPIOS Y CRITERIOS INCUMPLIDOS EN EL CASO PIZANO S.A.

Para Greenpeace, las actividades de Pizano S.A. incumplen los siguientes principios y criterios del FSC.

Principio 1. Observación de las Leyes y los Principios del FSC.

Criterio 1.1. “La gestión forestal deberá respetar todas las leyes nacionales y locales, al igual que todos los requisitos administrativos.”

Criterio 1.3. “En los países signatarios, deberán respetarse las disposiciones de todos los acuerdos internacionales como CITES, las Convenciones de la OIT, la Convención Internacional de Maderas Tropicales y la Convención sobre Diversidad Biológica.”

Criterio 1.5. “Las áreas de gestión forestal deberán ser protegidas de las actividades ilegales de cosecha, asentamientos y otras actividades no autorizadas.”

Principio 2. Derechos y Responsabilidades de la Tenencia de Tierras.

Criterio 2.1. “Deberá demostrarse clara evidencia del derecho a largo plazo al uso de la tierra (por ejemplo, titulo de propiedad de la tierra, derechos consuetudinarios, y contratos de arrendamiento). 

Criterio 2.2. “Las comunidades locales con derechos legales o consuetudinarios de tenencia o uso, deberán mantener el control necesario sobre las operaciones forestales para proteger sus derechos o recursos, a menos que deleguen ese control con el debido consentimiento y de manera voluntaria a otras agencias.”

Criterio 2.3. “Deberán emplearse mecanismos apropiados para resolver las disputas sobre los reclamos por tenencia y derechos de uso. Las circunstancias y el estado de cualquier disputa pendiente serán considerados explícitamente durante la evaluación de la certificación. Disputas de magnitudes sustanciales que involucren intereses numerosos y significativos normalmente descalificarían la certificación de una operación.”

Principio 3. Derechos de los Pueblos Indígenas.

Criterio 3.1. “Los pueblos indígenas deberán controlar la gestión forestal en sus tierras y territorios, a menos que deleguen este control con el debido conocimiento y de manera voluntaria a otras agencias.”

Criterio 3.2. “La gestión forestal no deberá amenazar ni limitar, directa o indirectamente, los recursos y derechos de tenencia de los pueblos indígenas.”

Criterio 3.3 “Los lugares de especial significado cultural, ecológico, económico o religioso para los pueblos indígenas deberán ser claramente identificados conjuntamente con dichos pueblos, reconocidos y protegidos por los responsables de la gestión forestal.”

Criterio 3.4 “Los pueblos indígenas deberán ser recompensados por el uso de su conocimiento tradicional en cuanto al uso de las especies forestales y los sistemas de gestión aplicados en las operaciones forestales. Dicha compensación deberá ser formalmente acordada con el consentimiento de dichos pueblos, con su debido conocimiento y de manera voluntaria antes del comienzo de las operaciones forestales.”

Principio 5. Beneficios de Bosque.

Criterio 5.3. “La gestión forestal deberá minimizar los desperdicios asociados con las operaciones de aprovechamiento y de transformación “in situ”, así como evitar el daño a otros recursos forestales.” 

Principio 6. Impacto Ambiental.

Criterio 6.2. “Deberán existir medidas para proteger las especies raras, amenazadas y en peligro de extinción, al igual que sus habitats. Deberán establecerse zonas de protección y de conservación, de acuerdo a la escala y a la intensidad del manejo forestal, y según la peculiaridad de los recursos afectados. Deberán controlarse las actividades inapropiadas de la caza, captura y recolección.”

Criterio 6.3. “Las funciones ecológicas vitales deberán mantenerse intactas, aumentarse o reponerse. Estas incluyen: a. La regeneración natural y la sucesión de los bosques.” 


Principio 9. Mantenimiento de Bosques con Alto Valor de Conservación.

Criterio 9.1. “Se complementará una evaluación apropiada a la escala y la intensidad de la gestión forestal, para determinar la presencia de atributos que definen a dichos bosques. Las decisiones referentes a los bosques con alto valor de conservación deberán tomarse siempre dentro del contexto de un enfoque precautorio.”  

6. PIZANO, FSC Y EL PELIGRO DE LA IMPUNIDAD

No es responsabilidad del FSC enjuiciar los delitos ambientales y contra los derechos humanos, pero el sello FSC tampoco puede utilizarse como lavado de imagen y una manera de quedar impune ante los crímenes ambientales y contra los derechos humanos de ninguna empresa forestal. 

Los problemas provocados por Pizano SA  son suficientemente graves que no pueden quedar impunes. El FSC no pueden quedar al margen de la falta de castigo, de investigación, de justicia. La posibilidad de cometer crímenes sin tener que sufrir pena alguna puede no ser un problema del FSC. Pero el FSC no puede ser neutral.  Y por lo tanto, el FSC no puede, con su certificado, dar una aprobación implícita de la moralidad del comportamiento de las empresas forestales.

No importa que las actividades ilícitas de Pizano en el Darién se cometieran en un pasado reciente (aunque insistimos que los hechos se siguen produciendo) o que las evidencias judiciales y las pruebas documentales aludan a hechos acaecidos hace algunos años. El desastre ambiental cometido y las violaciones de derechos humanos son tan graves que ninguna empresa con este pasado puede formar parte del FSC. 

Y Smartwood no puede exigir más pruebas. En el Darién la vida no vale nada, y cualquier confidente o informante puede ser asesinado.  Las pruebas existentes son suficientemente claras y rotundas.

7. CONCLUSIONES Y PETICIÓN DE GREENPEACE ESPAÑA

Greenpeace España considera que dados los hechos relatados Pizano S.A. no cumple con los estándares del FSC. 

Así, Greenpeace España solicita a Smartwood la no renovación del certificado a FSC a Pizano S.A. en base a los siguientes aspectos ya explicados en el presente documento: 

1. Existen deficiencias importantes en la evaluación de la empresa Pizano, tanto en la auditoria principal en el año 2001 como en la de seguimiento de 2005.

2. No fueron y no han sido tenidas en cuenta importantes informaciones sobre Pizano procedentes de miembros de la Iniciativa Nacional.

3. Existen conflictos sobre la propiedad de la tierra y hay abierta una disputa legal por la representatividad de las comunidades en las zonas donde Pizano extrae madera.

4. Una gran parte de los suministros de Pizano, el 40% de su madera,  procede de zonas con presencia de grupos armados, es madera de conflicto. 

5. Existen evidencias (documentos, sentencias judiciales, informes del Defensor del Pueblo) que vinculan a la empresa Pizano con la tala ilegal y destructiva en bosques de alto valor para la conservación en la región del Darién.

6. Existen evidencias (informantes, Iniciativa Nacional, otras ONGs) de la mala reputación de la empresa Pizano y de la continuidad de sus actividades ilícitas en el Darién.

7. La credibilidad del FSC, no sólo en Colombia, está en juego en casos como el de Pizano S.A. 

8. El FSC no puede ser un instrumento de lavado de imagen que ayude a mantener a empresas forestales en la impunidad de sus actos delictivos.

9. Pizano incumple los principios y criterios del FSC.

Anexo 1: 

Extracto del Concepto Técnico nº 012 de 2 de septiembre de 1999 de la Dirección General de Ecosistemas, Grupo de Bosques y Plantaciones Forestales, del Ministerio de Medio Ambiente, en el que analiza el régimen legal de explotación de los recursos naturales tras la visita a la Cuenca del Río Cacarica.

Como resultado de la exploración en el terreno y el análisis normativo se concluye que:

“2.-
La información que hasta la fecha ha sido suministrada por CODECHOCO al Ministerio del Medio Ambiente, en cumplimiento de lo establecido en la Resolución 540 de 1996, y considerando que en los reportes del municipio de Riosucio no aparece como titular el Representante legal Consejo Comunitario del río Cacarica, permite establecer que no le ha sido otorgada autorización alguna de aprovechamiento forestal. En este mismo sentido, ante este Ministerio no se han llevado procedimiento relacionado con el otorgamiento de un permiso de aprovechamiento forestal al citado Consejo.

4.-
Con base en lo reportado por la Corporación para dar cumplimiento a la Resolución 540, así como lo informado por las comunidades acompañantes en la Comisión de verificación y por las personas con quienes se entabló conversación en la zona, se puede deducir que los aprovechamientos forestales de los cuales se verificó su realización en el territorio del Consejo Comunitario del Río Cacarica están siendo efectuados sin dar cumplimiento a los procedimientos establecidos en el decreto 1791 de 1996 y lo reglamentado por la Corporación con la Resolución 0987 de 1998, así como lo estipulado en la Resolución 540 de 1996, por lo tanto son aprovechamientos de tipo ilegal.

6.-
De acuerdo a las observaciones efectuadas en el recorrido por el territorio del Consejo Comunitario del Cacarica, para el caso del aprovechamiento de tipo mecanizado que se realiza para obtención de trozas de Cativo y la movilización de las mismas, hay indicios de la participación de la Empresa MADARIEN en estas actividades, esto se deduce de lo mencionado por las personas con que se entabló conversación en los sitios Montañita y Puerto Nuevo, además por la presencia de remolcadores que poseían el emblema “MADARIEN”, y que realizaban el transporte de trozas en el Caño Cirilo. Al respecto las entidades competentes de control deben iniciar las averiguaciones que determinen el tipo de responsabilidad de la Empresa MADARIEN en las actividades de aprovechamiento”

“8. Teniendo en cuenta que los aprovechamientos forestales se efectúan sin contar con la aprobación de la Corporación y no hay un seguimiento a dichas actividades con base en un Plan de Manejo Forestal que garanticen (sic) el uso sostenible de los recursos, se recomienda que CODECHOCO en su calidad de autoridad ambiental determine la magnitud y el grado de afectación de los ecosistemas del Consejo Comunitario del Río Cacarica, como producto del aprovechamiento mecanizado y artesanal, de igual manera defina un plan de manejo que conlleven (sic) la restauración de las áreas afectadas, entre otros utilizando recursos captados por multas de procesos sancionatorios”.

Anexo 2: 

Extracto del Informe de la visita que la Defensoría del Pueblo, la Procuraduría General de la Nación y el Director del Parque Natural de los Katíos efectuaron el 10 de junio de 2000 en el cual se constata la explotación ilegal de madera en la región del Darién.

“En las horas de la mañana del sábado 10 de junio del 2000, salió la Comisión de Turbo, para entrar a Bocas del río Atrato, pasando por Tumaradó, la estación de la Unidad de Parques del Ministerio del Medio Ambiente en Sautatá, la boca del río Cacarica, girando por la extinta vereda de Puente América, pasando por el sitio La Honda hasta encontrar la desembocadura del río La Balsa.

Se continuó el recorrido por el río La Balsa, encontrando en la entrada del canal Esteban en la vía a Zarabanda, una casa flotante con el nombre de MADARIEN y un canal artificial donde se encontraban considerable número de tucas de cativo y caracolí. Entrando al canal Esteban, la comisión se encontró con un remolcador que transportaba trozas de cativo.

En los dos márgenes del canal se observa la construcción de varios caños artificiales a partir del curso natural del río, de grandes longitudes y que se adentran por diferentes territorios.

Posteriormente se tomó la vía a San José de la Balsa, encontrando el antiguo campamento Maderas del Darién, ubicado en las bocas de El Maldito. A unos diez minutos de estas instalaciones, se encontraron otras cuatro casas flotantes, maquinaria pesada marcada con el nombre de Madarien (Maderas del Darién) y una zona de almacenamiento con otra gran cantidad de tucas de madera apilada. La comisión se adentró por otro canal artificial que en este momento estaba siendo dragado por una palagrúa. A lado y lado del canal se observaron botaderos de madera “sobrante” y después de unos quince minutos se encontró otra zona de almacenamiento con muchos troncos apilados, maquinaria pesada abriendo trochas y un amplio territorio desbastado para facilitar la movilización y el transporte de madera. Se observó la presencia de maquinistas y otros trabajadores. Otro grupo de hombres estaba limpiando el caño, al parecer con el objetivo de poder transportar por vía fluvial los grandes troncos de madera.

Observa la comisión que el frente visitado de explotación de madera de cativo es altamente tecnificado, que se encuentra dentro de los límites del Territorio Colectivo titulado a las Comunidades Negras de las Cuenca del río Cacarica y que una explotación de estas características (las cuales se detallan más adelante) además de los impactos sobre el ecosistema y los recursos naturales renovables afecta de manera directa los recursos de supervivencia de las comunidades en proceso de retorno y sus recursos culturales”  

Anexo 3: 

Extractos de la resolución de la Procuraduría General de la Nación por el proceso disciplinario contra Jesús Lacides Mosquera Andrade director general de Codechocó, Fernando Quejado Olivo subdirector de desarrollo sostenible, Francisco Antonio Perea Velásquez Secretario general.  En junio 18 de 2002, emitió resolución mediante la cual dicta cargos en contra de los investigados así: 

“Omitir el ejercicio adecuado de la autoridad ambiental radicada en LACIDES MOSQUERA como director de CODECHOCO, en procesos sancionatorios, al permitir que particulares cumplieran estas funciones; ya que el Consejo Directivo de CODECHOCO no lo autorizaba para delegar estas funciones; igualmente, la ley 99 de 1993 expresa que la función sancionatoria es indelegable . Se afirma "que después de la vigencia de la ley 70 de 1993 no se podían otorgar permisos de aprovechamiento forestal a particulares sin la autorización previa de la Junta Directiva o la Asamblea del Consejo Mayor de Cacarica, dado que estos bosques son de propiedad de la comunidades negras… por ello el cargo no se formuló por negligencia en el ejercicio de la autoridad ambiental sino por acciones preparadas y ponderadas tendientes a lograr la comercialización de productos forestales obtenidos ilegalmente, favoreciendo con su proceder a unos cuantos miembros de las comunidades negras de Riosucio, con desmedro de los demás integrantes de la comunidad, lo que redunda en favorecimiento ilegal para que la empresa Maderas del Darién, continuara el aprovechamiento de los recursos forestales."

El segundo cargo por el que se sancionó disciplinariamente al director de CODECHOCO y otros funcionarios de la entidad ambiental fue el de propiciar el enriquecimiento ilícito de terceros - en este caso MADARIEN - y la receptación.  "con lo que tal vez abusó de su función pública por el patrocinio del fraude a la ley, pues el monto de las multas es un costo previsto dentro del negocio que se descuenta de la ganancia ilegal, garantizando la persistencia de la extracción y comercialización de productos forestales aprovechados ilegalmente". La Procuraduría considera que mediante la utilización de multas, lo que en el fondo se hacía era la legalización de la madera, incumpliendo su función de proteger el medio ambiente, al permitir la explotación de bosques de cativo mediante los aprovechamientos forestales ilegales.

La sala Disciplinaria afirma:

"Obsérvese que es abundante la prueba demostrativa de que no habiendo cupos para otorgar licencias para la explotación de madera, de todas formas Codechocó a cuya cabeza se encuentra el investigado JESÚS LACIDES MOSQUERA ANDRADE , con absoluto desprecio por los compromisos adquiridos por el País de la comunidad internacional, plasmados en la Constitución Política y en la leyes que rigen la materia, dirigiendo su jurisdicción como una ínsula de su propiedad pero sin importarle el daño ecológico que se causaba, legalizaba por si mismo (en acuerdos con las comunidades) y por interpuestas personas (contratistas), la explotación ilegal que se hacía en esa región y los beneficiados comercializaban la madera, con lo cual obtenían un incremento patrimonial." (Pag. 16)     

El tercer cargo consistió en obstaculizar en forma grave las investigaciones que debía ser realizadas por Lacides Mosquera  en su calidad de autoridad administrativa ambiental.  

El cuarto cargo consistió en no denunciar los delitos que tuvo conocimiento respecto al aprovechamiento ilegal de madera; esta medida se contempla en los procesos sancionatorios; solo interpuso cuatro denuncias penales 1999, y esto debido a las quejas presentadas por la comunidad desplazada de la Cuenca del Río Cacarica; omitiendo de hacerlo en 43 casos que tuvo conocimiento. 

El quinto cargo fue el propiciar, propender e impulsar los aprovechamientos ilegales de recursos naturales renovables de manera indiscriminada, por omitir su deber de  garantizar el derecho al debido proceso para otorgar autorizaciones de aprovechamientos forestales.  Es decir, que autorizó la explotación de madera sin previa consulta a los representantes de las Comunidades.  El caso concreto que originó el anterior cargo, el concerniente a la autorización de aprovechamiento forestal concedido a la comunidad de La Balsita, sin acreditar propiedad, cuando se demostró que la propiedad era colectiva a favor de las 23 comunidades  negras de Cacarica.

"Dice la Comisión Especial que con estas actuaciones se otorgó el monopolio para la explotación comercial de Cativo (Priora Copaifera) a la comunidad negra de La Balsita, lo que en la práctica se convierte en un aprovechamiento forestal de la empresa privada MADERAS DEL DARIEN" (pg. 23).

El séptimo cargo endilgado a Lacides Mosquera en el fallo de diciembre 19 de 2002  es:

"Discriminar a los desplazados reubicados en la cuenca del río Cacarica, propiciar reuniones con servidores públicos del nivel directivo del gobierno para mostrar tan solo el argumento de dos miembros de las comunidades negras del Cacarica que estaban desarrollando los aprovechamientos ilegales, en contra de la voluntad de algunas de estas comunidades, al ayudar a obtener reconociendo por parte de las autoridades a favor de estas personas y en contra de otras comunidades, al otorgarles el monopolio de la extracción de maderas y al permitir y propiciar en su condición de garante los aprovechamientos comerciales en los bosques del territorio colectivo de la cuenca del río Cacarica, generándose la consecuencia previsible del cambio del uso de la tierra y al colocar con todas estas acciones en condiciones difíciles de cohesión al Consejo Comunitario Mayor, con el fin de someter al grupo a su destrucción física parcial ante el fracaso del proyecto de reasentamiento en sus bosques, por las difíciles condiciones a que han sido sometidos, que dispersaría a su miembros, como ha venido sucediendo y acabaría con el grupo étnico como tal, al parece se encuentra incurso en la falta gravísima..." 

Anexo 4: 

Extractos de la Sentencia T-955 de 2003 de la Corte Constitucional después de un estudio pormenorizado de los efectos negativos que ha acarreado al extracción mecanizada de los recursos maderables en la región del Darién:

 “De suerte que atendiendo los dictados del artículo 4º del Convenio 169 de 1969 el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial y la Corporación Forestal para el Desarrollo Sostenible del Chocó CODECHOCÓ, dentro de sus competencias, i) suspenderán las explotaciones forestales que se adelantan en el territorio colectivo de las comunidades negras de la Cuenca del Río Cacarica, salvo los usos de los integrantes de las comunidades por ministerio de la ley, ii) mantendrán la medida hasta tanto reglamente la utilización de los bosques colectivos, previa consulta con las comunidades como más adelante se indica, y iii) autorizará nuevas extracciones, siempre que las condiciones demuestren que serán las comunidades negras y su proceso cultural los beneficiarios reales de la explotación”.

“Al parecer de la Sala las previsiones anteriores regulan en forma puntual el derecho de propiedad colectiva de las comunidades negras, a las tierras que tradicionalmente ocupan, reconocido inicialmente en la Ley 31 de 1967 y refrendado por el Convenio 169 de la OIT y el artículo 55T de la Carta, de tal manera que son éstas las únicas propietarias de la flora existente en sus territorios, y quienes pueden extraer y aprovechar los productos de sus bosques”

“Por consiguiente las autoridades de la República, en especial las ambientales, están en el deber i) de apoyar a las comunidades negras en las acciones que emprendan para impedir el uso de la tierra y la explotación de sus recursos naturales por personas ajenas, y ii) sancionar a quienes se aprovechen de los productos de los suelos y bosques de sus territorios colectivos” 

“Entre los puntos coincidentes resulta pertinente destacar la obligación adquirida por el Estado Colombiano de proteger “especialmente”, los derechos de los pueblos indígenas y tribales a “los recursos existentes en sus tierras” –artículo 15– obligación ésta que el artículo 330 de la Carta hace descansar en la participación de los representantes de las respectivas comunidades que se adopten al respecto,” 

 “Dentro de este contexto, no puede desconocerse que quienes adelantan, toleran y permiten extracciones forestales no sustentables sobre el bosque húmedo tropical del Chocó Biogeográfico, comprometen grave y permanentemente los derechos e intereses colectivos...” 

� �HYPERLINK "http://www.biodiversityhotspots.org/xp/Hotspots/tumbes_choco/"��http://www.biodiversityhotspots.org/xp/Hotspots/tumbes_choco/�


� �HYPERLINK "http://www.biodiversityhotspots.org/xp/Hotspots/tumbes_choco/impacts.xml"��http://www.biodiversityhotspots.org/xp/Hotspots/tumbes_choco/impacts.xml�


The Colombian Chocó is still largely intact and undeveloped, but large-scale development in the area may be imminent. Public and private investors have proposed a number of roads, an inter-oceanic canal, train routes, and hydroelectric dams. Small- and medium-scale mining, agricultural expansion, and timber extraction also threaten the integrity of the Chocó. 


� Fundación Natura, Ministerio del Medio Ambiente, Universidad Nacional y Universidad de Antioquia. La ecoregión del Chocó Biogeográfico.


� Fallo de 22 de agosto de 2003 de la Sala Disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación.  


� Fundación Natura, 2000. Memorias del Encuentro Colombo Panameño El Darién: Zona Binacional de Vida y Convivencia. Editora Elsa Matilde Escobar  & Fundación Natura Colombia.


� �HYPERLINK "http://www.pizano.com.co/actividad-forestal.html"��http://www.pizano.com.co/actividad-forestal.html�


� Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación. Estado de los Bosques del Mundo, 2005. Parte II: Los bosques y la guerra, los bosques y la paz. 


�HYPERLINK "ftp://ftp.fao.org/docrep/fao/007/y5574s/y5574s12.pdf"��ftp://ftp.fao.org/docrep/fao/007/y5574s/y5574s12.pdf�


� �HYPERLINK "http://www.tierramerica.net/2003/1125/noticias1.shtml"��http://www.tierramerica.net/2003/1125/noticias1.shtml�


� Álvarez, M.D. 2003. Forests in the time of violence: conservation implications of the Colombian war. Journal of Sustainable Forestry, 16(3/4): 49-70.  �HYPERLINK "http://www.columbia.edu/~mda2001/FV.html" \n _blank��www.columbia.edu/~mda2001/FV.html�


� El fallo de la Procuraduría General de la Nación contra Codechocó por su complicidad en el ecocidio desarrollado por Maderas del Darién, si bien no hace alusión a la presencia paramilitar en el lugar de explotación de Maderas del Darién, evidencia la participación directa de los paramilitares en la protección de la empresa maderera.


�Pueden consultarse la continua violación de los derechos humanos en Colombia en �HYPERLINK "http://www.nocheyniebla.org/"��http://www.nocheyniebla.org/�


� Procuraduría General de la Nación. Fallo sancionatorio de primera instancia.  Folio 69.


� Procuraduría General de la Nación. Resolución de fecha 18 de junio de 2002


� Se trata del Amicus Curie de la Defensoría del Pueblo, “Explotación Maderera y Derechos Humanos en el Bajo Atrato-Chocó”, Bogotá, 2002. � HYPERLINK "http://www.defensoria.org.co" ��http://www.defensoria.org.co� 


� � HYPERLINK "http://www.justiciaypazcolombia.org" ��www.justiciaypazcolombia.org�


� El día de Septiembre de 2005, durante la reunión con la directora de la Iniciativa Nacional del FSC de Colombia, un miembro de la Iniciativa Nacional expresó que el proceso de certificación del FSC pierde credibilidad con empresas sobre las que se conocen este tipo de denuncias (…) En un 90% de las charlas que da esta persona sobre el FSC la gente se quejan de la certificación, la queja principal es que cómo así que  han certificado a PIZANO con lo que han hecho en el Pacifico y se haya dado el certificado con todo lo que están haciendo (…)”.


� Esta observación es muy importante porque está en relación con el testimonio del presidente de SINTRAMINERCOL, el señor Francisco Ramírez, quién en la entrevista el martes, 6 de septiembre de 2005 hizo varias referencias a la base militar situada en la plantación forestal de Zambrano y la que está vinculada a graves violaciones a los derechos humanos en la región. 





